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Panamá, 9 de julio de 2026.
Nota C-100-26

Señor Ministro:

Ref.: Cornpatibilidad entre las atribuciones reconocidas al Banco Nacioual de Panarná

en su ley orgánica y las obligaciones de avalíto, conttol y fiscalización
patrimonial establecidas en la Ley No.22 de 2006.

Me dirijo a usted en esta ocasión y, con nuestro acostumbrado respeto, en atención a la uota

MEF-2026-39582 de 24 de junio de 2026, recibida en esta procuradvía el 29 de junio del
año en curso, a través de la cual el Director de Bienes Patrimoniales del Estado, nos eleva un

número plural de interrogantes, todas relacionadas con la compatibilidad entre las

atribuciones privativas, reconocidas al Banco Nacional de Panamá en su ley orgánica, y las

obligaciones de avalúo, control y fiscalización patrimor-rial establecida en la Ley No.22 de

2006 (Texto Unico de Contrataciones Públicas), el Código Fiscal, el Decreto Ejecutivo No.
478 de 11 de noviembre de 201 1 y, el Manual de Normas Generales y Procedimientos para

la Administración y Control de los Bienes Patrimoniales en el Sector Púbtico, aprobaclo
mediante Decreto Ejecutivo No. 32-2017-DMySC.

Al respecto debemos indicar primeramente qr-le, luego de un prolijo análisis y una cou'ect¿l

hermenéutica jurídica, del tema obj eto de la consulta, se desprende que la tuisma busca, que

esta Procuraduría emita un criterio legal, respecto de los efectos jurídicos que pueda producir'
la Resolución No.l77-2025-JD de 2 de septiemúe de 2025, emitida por la.lunta Directiva
del Banco Nacional de Panamá, mediante la cual aprobó las Políticas de Bienes Patrimoniales
de la institución, disponiendo, segirn el Director de Bienes Patrimoniales, sobre la
reglamentación irfema de la donación, venta y traspaso de bienes patrimouiales: "sin /a
intervención de la Dirección de Bienes Patrimoniales del Estctdo, sin la realización de avultio
oficial por peritos del MEF y de la Contraloría General de la Rapírblicct, y sin lu
participación de funcionarios de la Conlroloríq en los aclos da verificcrción y enlregu".

Cuestión previa:

A pesar que el propio Director de Bienes Patrimoniales, nranifestó en su consulta qte:"Eslu
Dirección no cuestiona que el Banco Nacional pueda aprobtr internamenle sus procesos tlc
donación de bienes de cuantía hoslu B/.300,000.00 con.funclamenlo cn el mlículo 77 de lu
Ley 22 y en el numeral I5 del artículo 14 de su ley orgánicu...", ha manifeslado igualmente
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que la posición de la Dirección de Bienes Patrimoniales del Estado, se sustenta entre otras
cosas, en tres consideraciones, a saber:

! Primera. El avalúo oficial es contlición previa e ineludible.
) Segunda. La excepción del artículo 77 no cubre las competencins del CtrNA

ni del Consejo de Gabinete.
) Tercera. La excepción del artícuto 77 no rlcroga cl sistema de contnon

patrimonial del Estadol. (El resaltado es de la consulta).

Sobre la base de lo ariba expuesto, es preciso explicar al Despacho del 
'espetado 

señor
Ministro, que la génesis puntual del tema objeto de la pr.esente consulta, lo es el acto
administrativo emitido por el Banco Nacional de Panamá (la.lunta Direcriv(t), es decir., la
Resolución No.177-20256-JD de 2 de septiembre de 2025, mediante la cual sc aprobó las
Po[íticas de Bienes Patrimoniales de la institución.

Entendida ésfa (la génesis de la consulta), deviene forzosamente advertir que llos
encontramos frente a un acto administrativo en firme, mater.ializado (la Resoltrción No.l77-
20256-JD de 2 de septiembre), la cual goza de presunción de legalidad, micntras no sea
recurrida ante la jurisdicción competente. Veamos:

I Del orincioio de ón de lesalidad de los actos adminislrativos.

El artículo 15 del Código Civil, en concordancia con el ar.tículo 46 de la Ley N' 38 de 3l d,¡
julio de 2000, consagran el principio de presunción de legalidad de los actos adn.rinistrativos.
el cual plofesa que las órdenes y demás actos en fime del Gobier.no Central o de las cntidacles
Descentralizadas de carácter individual, tienen fuelza obligatoria, y serán aplicaclos rnientlns
sus efectos no sean suspendidos. no se d laren contrados a la Constilución Política, a la Lr:y
oalosre generales por los tribunales competentes

En cuanto a la aplicación de este principio, la Sala Tercera de lo Contencioso Adrninistrativo
y Laboral de la Cofe Suprema de Justicia, en la Sentencia de 12 de noviernbre de 2008,
señaló lo siguiente: " Dentro del marco explicativo det nepcio jurídico que se .yentila, wla
la pena indicar en cuanto al principio de legalidad de los octos adminislrttivos se refiere,
llamado así por la doctrina administrativa, se asume que, todo acro emunntlo tle quierr
ostenta la calidad de funcionario y dictado en ejercicio de sur atribucit¡nes, ticne talidez ),
eficaciajurídica hasta tanto qutoridad compefente no declare lo conlrur¡o; en consecuenciLt,
es hasta ese momento que reviste de legalidad y obliga los octos proferidos ¡tor at oridtul
compelenle para ello ".

En ténninos generales, mient¡as los actos administrativos no sean declarados contr.arios a la
constitución Politica y la ley, por autoridad competente para ello, deben ser considerados
válidos y, por tanto, su aplicación es obligatoria.

I Cada una de las consideraciones fueron expuestas en el texto de la consulta

Ds decir
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Es decir, qüen considere que el acto emitido le produzca y/o conculque rut derecho subjetivo
deberá proceder e interponer los recursos de ley, que, en la esfera gubernativa pr.ocedan.

En ese sentido, el artículo 206 de la constitución Política de la República de panamá, señala:

"Aflículo 206. La Corle Suprenru de Justicia tentlrá, entre sus
atribuciones constitucionales y legales, las siguientes:

2. La jurisdicción contenciosa-administrativo respecto de los aclos,
o¡nisiones prestaciones defectuosas o deficienle de kts servickts
públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que ejecutcn,
adoplen, expidan o en que incurran en ejercicio de stts funciones o
pretextando
ejercerlas, los funcionarios priblicos y autoridades nacionulas,

provinciales, municipales y de las entidades ptiblicra aulónonas o
semiaulónomas. A fal rth, h Corle Supreua de Justicia con
audiencia del Procurador de la administración, podrá anular los
actos acusados de ilegalidad; restablecer el derecho parlicular
violado; estatuir nuevas disposiciones en reeultlazo cle l¡lr
impugnadas y pronunciarse perjudicialmente acerca del senlido y
alcance de un acto administrativo o de su valor legal. "

En concordancia con lo anterior, eI artículo 97 del Código.ludicial disporie cluc:

"A¡lículo 97. A la Sala Tercera le estdn atibui(los los procesos que
se originen por dclos, omisiones, preslacioncs tlefecluosus o
dertcienles de los servidores públicos, resolucione& órdanes o
disposiciones que ejecuten, adopten, expidan o en que incutun cn
ejercicio de sus funciones o prelextondo ejercerlus, los funciono.ius
públicos o auloridades nacionales, provinciales, municipalcs y de
las entidades públicas autónonws o semiaulónontas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerú en nler¡u
administratiya de lo siguiente:

l. De los decrelos, ordenes, resoluciones o cuolcsquiero ocbs,
sean generales o individuales, en ,naleria udninislrulivu, que
se acusen de ilegalidad.

De lo anterior, se desprende que la presunción de legalidad de los aclos adminislrativos tle
carácter general o paÍicular no es absoluta, existiendo pronunciamiento de la sala'ferccr.¿r
de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de .lusticia en este sentido_

En consecuencia, debemos señalar que la Resolución No. 177-2025-JD de 2 cle septiembr.e
cle 2025, emitida por la Junta Directiva del Banco Nacional de pan¿uná, rnediante lá cual se

uprobó lut;
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aprobó las Políticas de Bienes patrimoniales de dicha intuición, es un acto administrativo
materializado que goza de presunción de legalidad, tiene fuerza obligatolia imlcdiata, y debt:
ser aplicado mientras sus efectos no sean suspendidos, o se declaren contralios a la
constitución Política, a la ley o a los reglamentos generales por los tribunales
correspondientes.

Atendido lo que a juicio de este Despacho constituye el origen y la r.azón de Ia
disconformidad de la Dirección de Bienes Patrimoniales, respecto del acto ernitido por la
Junta Directiva del Banco Nacional de Panamá, y sus posibles efectos, debeuros hacer las
siguientes conclusiones primarias:

I. Nos encontramos en presencia de un acto administrativo en firme, materializadcr
y, por ende, revestido de presunción de legalidad; por lo tanto, no puede estit
Procuraduría emitir un criterio jurídico, pues escapa de nuestras competencias.

2. El artículo 2 de la Ley No.38 de 2000, "Que aprueba el Estaluto Orgírnico dc lu
Procuraduría de la Adminislración, regula el Procedimienfo Atlminislrutitut
General y dicta disposiciones especiules", disponc que lus actuuciones de lu
Procuraduría de la Administración se extienden ul ámbito.jurídico utlutinistrutirt
del Estado, excluyendo las funciones jurisdiccionales, legislutitus ¡' en generul,
las competencias especiales que tengon otros organismos oficiales.

3. La referencia advertida en el numeral anterior (otros organisntos especiales), r-to.;

obliga que, a pesar de no poder emitir un criterio jurídico en esta ocasión, por.fálta
de competencia en el caso que nos ocupa, considemr, en virtud de la importar.rcia
del tema hoy consultado, hacer un breve análisis a guisa de orientación.

A juicio de esta Procuraduría, el denominador común que involucr.a, como bien lo advier.te la
consulta, la compatibilidad entre las atribuciones reconocidas al Banco Nacion¿rl de Panam¿i,
en su ley orgiinica y las obligaciones de avalúo, controly fiscalización patrimonia[ lo son entle
otras, las normas contenidas en la Ley No.22 de 2006 (Texto único de Contratación pírblica).
Es por ello, que haremos la siguiente referencia.

II. Del Texto Único de la Lev de Contratacio¡res Públicasz

como se puede observar de lo planteado en el presente memorial, la Junta Directiva clel
Banco Nacional de Panamá, emitió la Resolución No.l77-2025-JD de 2 de septiembre dc:
2025, mediante la cual se adoptaron las Políticas de Bienes patlimoniales de tlicha
institución, estableciendo una reglamentación interna de Ia donación, venta y traspaso de
bienes patrimoniales, presuntamente sin la intervención de la Direccióir de Bienes
Patrimoniales del Estado, sin contar con el avalúo oficial, por peritos del Ministerio tle
Eco.omía y Fianzas y de la contraloria General de la República, y sin Ia par.ticipación dc

./iurtionttrios cle Iu

2 Publicado en la Gaceta Oficial Digital No.29107-A del ¡unes 7 de septi€rnbre de 2020.
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funcionarios de la contraloría en los actos de verificación y entrega; ftndamentando la
emisión de la citada Resolución, en el afículo 77 del rexto único de la Ley 22 de 27 dejunio
d,e 2006, el cual es del tenor siguiente:

"Attlculo 77- Donación. Solo se podrd enajenar bienes públicos, a
título de donación, por conduclo del Ministerio de Econoníu y
Finanzas, a favor de entidades o dependencias ¡túbliccrs y paru
beneJicio de asociaciones sin Jines dc lucro que realicen actit,idutlcs
de inlerés nacional o social de dichos bienes.

La donación será aprobada por el Ministerio de Economiu y
Finanzas, cuando la cuantía del bien no sobre pose los trescicntos
mil balboas (B/.300,000.00). En caso de k¡s intertnedictrios
Jinancieros y de las sociedades anónimus dc las tlua el Est.t(lo seo
propietario del 510/o o más de las accirsnes o palt"intonio, la clon¿tciótt
se ajustará a lo dispuesto en sus leyes orgtinica,s, sin requtrir lu
aprobación del Ministerio de Econontía y Finanzas.

Cuando las donaciones sobrepasen los trescienlos ntil balboas
(8/.300,000.00) sin exceder los tes millones de bolbous
(B/.3,000,000.00), será aprobada por el Consajo Ecotttitttico
Nacional, y si la cuantía del bien excede los lres millones de bulbotts
(B/.3,000,000.00), le corresponderá al Consejo dc Gabinete uprolxu,
la donación"

De lo anterior, se desprende que el propio Texto Único de Ley No.22 de 2006, estableci(i
previamente un procedimiento en cuanto a la enajenación de los bienes públicos, a tí1ulo dc
donación, y el procedimiento a seguir en cuanto el mando de las donaciones.

Así rnismo, la referida normativa creó la Dirección General de Contrataciones Púrblicas como
entidad autónoma, con pat monio propio, personería juridica, con autol'romítr en su régimeu
interno e independencia en el ejercicio de sus funciones, que tendrá 1acultad pala regular',
interpretar, fiscalizar y asesorar en los procedimientos de selección de corrtratista que realicen
las instituciones estatales, sujeta a la fiscalización de la contraloría General de la República
y a las politicas del organo Ejecutivo, para lo cual el enlace será el Ministerio de Economía
y Finanzas3; otorgándole a la Dirección General de contrataciones Públicas, la competencia
privativa para absolver las consultas en materia de implernentación y aplicación dé la Lcy
No.22 de 2006. Veamos:

"Attículo 15. Competencia: Son funciones de la Dirección Generd
de Contrataciones Públicas las siguientes:

l. Absolver las cottsultos en maleria de ifitplen enlación .y
aplicoción de la presente Ley.
2. ... " (Lo destacado es nuestrc).

I Cfi. aft iculo I 4 de la Ley 22 da 27 de junio de 2006, Texto único del 2020)

De lu nt¡t uttt



De la norma legal, queda claro que la Dirección General de contrataciones públicas, es ta
institución competente, a la cual corresponde, por mandato legal absolver las consultas en
materia de implementación y aplicación de la citada ley, como lo la interpretación y
aplicación del anículo 77 de la Ley No.22 de 2006.
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Po¡ lo anteriormente expuesto, recomendamos muy respetllosamente al Despacho clel señoi
Ministro, que se pueda elevar en esta ocasión, la consulta a [a Dirección General dc
contrataciones Públicas, por ser ellos, quienes cuentan con la facultad privativa por mandato
legal, para emitir una opinión interpretativa en cuanto al tema consultado.

Aprovecho la oportunidad para reiterarle las seguridades de mi alta consideración.

GRE DE ALLtrN
Pro radora de la Administración

GVdeA/ca/jabsn
Exp. C-095-26

CC. Lic. Raúl Adolfo Moreno Hilbert
Director de Bienes Patrimoniales del Estado
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